
no podrá acceder a ningún recurso si no obtiene mayor grado de dependencia, por lo que hubo de solicitar 
la revisión del grado en junio de 2019, que tampoco se ha realizado.

Concluye resaltando que su hermana, tras ser reconocida como víctima de violencia de género, ha tenido 
que abandonar su ciudad, alejarse de su entorno y recorrer numerosos organismos sin conseguir acceder 
a ninguna ayuda ni apoyo, por lo que su estado anímico se ha deteriorado, precisa de atención psicológica 
que han de costear ambas, habiendo perdido calidad de vida tanto su hermana como ella, que a duras 
penas consigue compaginar la atención que aquélla precisa con sus obligaciones laborales y personales y 
hacer frente a las necesidades económicas de una persona discapacitada y dependiente.

1.6.2.5. Violencia de Género
Desgraciadamente, al menos 55 mujeres han perdido la vida a manos de sus parejas o expareja en 2019. 

El número de mujeres asesinadas lleva aumentando desde el año 2017, cuando se contabilizaron 50 
asesinadas, y también creció en 2018, año que cerró con 51. En 2016, con 49 asesinadas, descendió la 
cifra de víctimas respecto a 2015, año en el que se contabilizaron 60 víctimas.

Según los datos publicados por la Delegación del Gobierno para la violencia de género, en 2019, la mayoría 
de las víctimas mortales (40%) tenía entre 41 y 50 años, y también sus presuntos agresores (47,3%). La 
mayoría de las mujeres asesinadas eran españolas (60%), y también la mayoría (el 65,5%) convivían con 
su presunto agresor. Respecto a los 55 presuntos agresores, la mayoría (el 61,8%) eran españoles. Tras 
cometer el crimen, 14 se suicidaron y tres lo intentaron sin éxito.

De las 55 víctimas 11 habían interpuesto denuncia previa y 44 no. En 5 casos se solicitaron y adoptaron 
medidas de las 4 estaban vigentes en el momento de los hechos y en las cuatro se produjo quebrantamiento 
de las mismas por el presunto agresor y sólo una no estaba vigente.
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Por comunidades autónomas, cinco comunidades concentran la mayoría de los asesinatos de mujeres a 
manos de sus parejas o exparejas en 2019 : Andalucía (13 casos), Cataluña (9), Canarias (8), Comunidad 
Valenciana (7) y Comunidad de Madrid (7). Los restantes se produjeron en Castilla y León (3), Galicia (3), 
Cantabria (2), Aragón (1), la Región de Murcia (1) y Baleares (1).

Además, la violencia de género ha dejado un total de 46 huérfanos en 2019.

De las 6 quejas de oficio incoadas por esta Defensoría en los casos de víctimas mortales por violencia de 
género en 2019 en Andalucía, cinco de los expedientes los hemos cerrado al no poder concluir irregularidad 
alguna por parte del sistema de protección integral de víctimas de violencia de género al no haber habido 
ni denuncia previa ni solicitud alguna de ayuda por parte de la mujer asesinada, el otro caso restante aún 
se encuentra en investigación.

En vista de ello, podemos concluir que hay que efectuar una reflexión seria y profunda sobre la eficacia 
del sistema de protección integral que prevé la normativa vigente para las víctimas de violencia de género, 
teniendo en cuenta el alto porcentaje de víctimas sin denuncia previa en 2019, 44 de 55 víctimas, y que las 
once víctimas que sí denunciaron 4 solicitaron y obtuvieron medidas de protección que estaban vigentes y 
que, a pesar de lo cual, los cuatro presuntos agresores quebrantaron las mismas y consumaron las agresiones 
con resultado de muerte.

En cuanto a las ayudas económicas para víctimas de violencia de género que prevé la normativa vigente, ya 
en el Informe Anual de 2018 dábamos cuenta de la queja 17/3893, en la que la interesada denunciaba las 
presuntas irregularidades cometidas por el Instituto de la Mujer en Málaga al tramitarle una ayuda destinada 
a las víctimas de violencia de género que acrediten insuficiencia de recursos y especiales dificultades para 
obtener un empleo.

Ya en nuestra Memoria pasada relatábamos los pormenores del caso y la argumentación principal que 
nos llevó, ya entrado el 2019 a formular Resolución concretada en lo siguiente:

“Recordatorio de los deberes legales recogidos en los 
preceptos citados en el cuerpo de la presente resolución.

Recomendación para que conforme a los trámites legales 
que sean procedentes, se inicie de oficio procedimiento de 
responsabilidad patrimonial de ese Instituto Andaluz de la 
Mujer, a fin de resarcir a la interesada del perjuicio que se le 
ha ocasionado al reconocerle el derecho a percibir la ayuda 
económica prevista en el Real Decreto1452/2005, de 2 de 
diciembre, por el que se regula la establecida en el artículo 
27 de la Ley Orgánica 1/2004, mediante el que se garantiza 
a las víctimas de violencia de género la percepción de una 

ayuda social cuando se sitúen en un determinado nivel de renta y se presuma que, debido a su edad, falta 
de preparación general o especializada y circunstancias sociales, la víctima tendrá especiales dificultades 
para obtener un empleo, sin reunir los requisitos para ello, lo que ha dado lugar a que se haya tramitado 
procedimiento de reintegro de la misma, más los correspondientes intereses de demora”.

De la respuesta recibida del Instituto Andaluz de la Mujer a nuestra recomendación se deducía 
que la interesada había interpuesto recurso Contencioso Administrativo aún pendiente de 
resolución, por lo que al encontrarnos ante un conflicto que había sido planteado ante un 
órgano jurisdiccional, procedimos al archivo de nuestras actuaciones, conforme al artículo 17.2 de la Ley 
reguladora de esta Institución.

Por lo demás entre otros motivos de queja planteados a esta Defensoría en 2019 relacionados con esta 
materia atañe a la solicitud que nos han efectuado varias entidades y asociaciones de mujeres en otras 
tantas quejas, solicitando a esta Defensoría que realizara las actuaciones que procedieran para la retirada 
de la campaña institucional, promovida por la Dirección General de Violencia de Género, Igualdad de 
Trato y Diversidad, de la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación, presentada el pasado 

“Ayudas económicas 
para víctimas de 
violencia de género”

1.6. Igualdad de Género

198

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/deben-resarcir-a-una-mujer-a-la-que-pidieron-reintegro-de-subvencion-por-victima-de-violencia-de


día 29 de julio del año en curso. Se adjuntaba el escrito de petición exponiendo las razones. Dado que 
la campaña se estaba distribuyendo en esos momentos, era importante una actuación urgente, ya que a 
su juicio, no cumplía los requisitos mínimos exigibles para una campaña de sensibilización en materia de 
violencia contra las mujeres.

Solicitado informe del organismo implicado, el mismo no comparte ni los motivos ni los argumentos 
legales esgrimidos en estas quejas, en lo que por otra parte se han reiterado las asociaciones promoventes 
en el trámite de alegaciones. En la actualidad estamos valorando la información recabada para emitir la 
resolución que proceda.

1.6.2.6. Vivienda
Un buen número de las quejas que en materia de vivienda se presentan anualmente ante esta Defensoría, 

como venimos insistiendo año tras año en esta Memoria Anual, se basan en la necesidad de acceder a 
este bien básico por parte de muchas familias andaluzas que acuden a nosotros en demanda de ayuda 
para poder satisfacer este derecho al no poder satisfacerlo por sus propios medios en el mercado libre, 
fundamentalmente, por carecer de recursos económicos suficientes para ello, por lo que necesitan la ayuda 
de la administración.

Muchas de estas quejas por necesidad de vivienda se presentan por familias monomarentales, mujeres-
madres que asumen la crianza de sus hijos e hijas en solitario que no cuentan casi con ningún recuso 
económico o con algunos de muy escasa cuantía, en situación desempleo o con empleos precarios, siendo 
subsidiarias de prestaciones y ayudas sociales.

Por otra parte, en este año 2019, siguiendo la tendencia ya iniciada en 2018, podemos afirmar que gran 
parte de estas quejas y un mayor número de ellas, ponen de manifiesto la necesidad de acceder a una 
vivienda asequible y por tanto calificada como protegida de titularidad de la administración ya que son estas 
las que pagan unas rentas más bajas respecto de los alquileres del mercado libre, de familias compuestas 
por mujeres solas con cargas familiares en situación de desahucio, en trámite o ya consumado por falta de 
pago de la renta al carecer de recursos económicos suficientes para ello.

También hemos de reseñar que se ha producido un aumento de las quejas de necesidad de vivienda a 
causa de los procedimientos judiciales o administrativos encaminados al desalojo de viviendas ocupadas 
sin título legal para ello, bien de titularidad de entidades financieras o de viviendas de propiedad pública 
en régimen de alquiler.

La solicitud de ayuda que se nos efectúa en estos casos va encaminada a poder regularizar la situación 
en las viviendas que vienen ocupando o bien, para que pueda adjudicárseles una vivienda pública en 
arrendamiento con un alquiler asequible que puedan pagar.

El haber perdido la vivienda habitual por alguna de las causas citadas con anterioridad y estar en situación 
de hacinamiento alojadas en casa de otros familiares u ocupando viviendas en deficientes condiciones de 
habitabilidad, circunstancias estas que dificultan gravemente el desarrollo normalizado de las personas 
menores a cargo, también suelen motivar el que se dirijan a esta Institución en demanda de ayuda.

Estas mujeres y la situación en la que se encuentran sus familias, suele ser conocida por los servicios 
sociales comunitarios pues, además de necesidad de vivienda presentan otras carencias tanto psicosociales 
como económicas.

En todos estos supuestos, nos dirigimos en demanda de información tanto a los servicios municipales o 
entidades instrumentales de los ayuntamientos que ejercen las competencias en materia de vivienda a fin 
de conocer los recursos existentes y que se puedan ofrecer para solucionar la necesidad de vivienda, como 
a los servicios sociales comunitarios que son lo que nos informan de las intervenciones que han llevado a 
cabo con las unidades familiares y de las ayudas económicas de emergencia que se hayan concedido para 
contribuir a la satisfacción de necesidades básicas como alimentos, incluyendo también el pago del alquiler 
o de los suministros domiciliarios de electricidad y agua.
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